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minan los valores estándares brutos y netos definitivos
a 31 de diciembre de 1991 y provisionales a 31 de
diciembre de 1992, de las instalaciones de distribución
de energia eléctrica con una tensión de funcionamiento
igualo superior a 36 KV Y centros de control de energía
y despachos de maniobra, inserta en el «Boletín Oficial
del Estado» número 281, de 24 de noviembre de 1993,
a continuación se transcribe la oportuna rectificación:

En la página 33009, anexo 111, «Valor de inmovilizado
en líneas de transporte», primera línea, donde dice: ,dber­
duero», debe decir: «Iberduero (Iberdrola 1)>>.

MINISTERIO DE AGRICULTURA,
PESCA YALlMENTACION

31097 ORDEN de 28 de diciembre de 1993 por la
que se modifica la de 17 de mayo de 1993,
por la que se establecen las obligaciones a
que están sujetos los productores, comercian­
tes e importadores de vegetales, productos
vegetales y otros objetos, asícomo las normas
detalladas para su inscripción en un Registro
oficial.

El punto 8 del artículo 6. 0 del Real Decreto
2071/1993, de 26 de noviembre, «relativo a las medidas
de protección contra la introducción y difusión en el
territorio nacional y de la comunidad económica europea
de organismos nocivos para los vegetales o productos
vegetales, así como para la exportación y tránsito hacia
paísas terceros», establece que serán objeto de registro
los productores, almacenes colectivos o centros de expe­
dición situados en la zona de producción de determi­
nados vegetales, productos vegetales no enumerados
en la parte A del anexo V. La determinación de esos
productos Se efectuará con arreglo a lo dispuesto en
el apartado 7 del artículo 6. 0 de la Directiva 77/93/CEE.
Igual exigencia se establece en el segundo párrafo del
apartado 2 del artículo 1.0 de la Orden de 17 de mayo
de 1993, «por la que se establecen las obligaciones a
que están sujetos los productores, comerciantes e impor­
tadores de vegetales, productos vegetales y otros obje­
tos, así como las normas detalladas para su inscripción
en un Registro oficia!».

La Directiva 93/50 de la Comisión, de 24 de junio
de 1993, especifica algunos vegetales no recogidos en
la parte A del anexo V de la Directiva 77/93/CEE, del
Consejo, cuyos productores, almacenes o centros de
expedición situados en sus zonas de producción deberán
inscribirse en un Registro oficial y, en consecuencia, es
necesario la trasposición, mediante la presente Orden
de la citada Directiva al ordenamiento jurídico interno.

En su virtud dispongo:
Artículo único.-La Orden de 17 de mayo de 1993,

antes citada, queda modificada como sigue:
Se añade al final del apartado 2 del artículo 1.c el

párrafo siguiente:
«Es obligatoria la inscripción en el Registro de los

almacenes colectivos o centros de expedición situados
en las zonas de producción de los siguientes productos:

Tub,érculos de Solanum Tuberosum L., distintos de
las patatas de siembra.

Frutos de citrus l., Fortunella Swingle, Poncirus Raf.
y sus híbridos.»

DISPOSICION FINAL UNICA

la presente disposición entrará en vigor el día siguien­
te al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado»

Madrid, 28 de diciembre de 1993.
ALBERO SILLA

limos. Sres. Secretario general de Producciones y Mer­
cados Agrarios y Director general de Sanidad de la
Producción Agraria.

31098 ORDEN de 28 de diciembre de 1993 por la
que se modifica la de 30 de julio de 1993
por la que se instrumenta un plan de aban­
dono nacional voluntario y definitivo de la pro­
ducción lechera.

Próximo a cumplirse el plazo de 31 de diciembre,
fijado en la Orden de 29 de octubre de 1993, que modi­
ficaba la fecha prevista en el artículo 6.0

, b), de la Orden
de 30 de julio de 1993, relativa al abandono de la pro­
ducción lechera total y definitivamente sobre la explo­
tación y persistiendo las causas que motivaron esa sus­
titución, Se hace necesaria una nueva modificación de
la misma.

En su virtud dispongo:

Artículo único.-La fecha prevista en el apartado b)
del artículo 6. 0 de la Orden de 30 de julio de 1993
se sustituye por la de 31 de enero de 1994.

DISPOSICION FINAL UNICA

La presente Orden entrará en vigor el mismo día de
su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 28 de diciembre de 1993.

ALBERO SILLA

limos. Sres. Secretario general de Producciones y Mer­
cados Agrarios, Director general de Producciones y
Mercados Ganaderos y Director general del SENPA.

MINISTERIO
PARA LAS ADMINISTRACIONES

PUBLICAS

31099 REAL DECRETO 2225/1993, de 17 de
diciembre, por el que se aprueba el Regla­
mento del procedimiento para la concesión
de subvenciones públicas.

La Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Proce­
dimiento Administrativo Común (LRJ-PAC), en su dispo­
sición adicional tercera, prevé la necesidad de adecuar
a la misma las normas reguladoras de los 'distintos pro­
cedimientos administrativos.

Por Acuerdo del Consejo de Ministros de 15 de enero
de 1993 se establecieron las líneas básicas del proceso
de adecuación. Se destaca entre ellas la conveniencia
de simplificar y reducir el. número de normas reguladoras
de procedimientos administrativos. Ello producirá indu-
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dables beneficios no sólo para el ciudadano. sino también
para el propio gestor de los procedimientos adminis­
trativos. En consecuencia. no se trata únicamente de
adecuar normas. sino de mejorar al mismo tiempo la
gestión de los procedimientos.

Son. pues. estos criterios los que se han seguido para
la elaboración del procedimiento de concesión de ayudas
y subvenciones públicas. Probablemente. la principal
novedad de este procedimiento venga determinada por
su propia existencia. ya que supone la regulación en
una única norma del procedimiento para la concesión
de dichas ayudas y subvenciones. sin perjuicio de la
normación sustantiva contenida en sus disposiciones
especiales y en la sección 4." del capítulo 1.° del Títu­
lo 11 del Texto refundido de la Ley General Presupuestaria.
aprobado por Real Decreto legislativo 1091/1988.

El resultado de todo ello es la configuración de un
procedimiento que se estima ágil y flexible desde el pun­
to de vista funcional y adecuado a los principios de la
LRJ-PAC desde el punto de vista normativo. Ello es espe­
cialmente necesario en un ámbito. las subvenr;iones. tan
íntimamente relacionado con el ciudadano y que. por
eso mismo. puede dar la medida del esfuerzo de moder­
nización de la Administración General del Estado.

Teniendo en cuenta la diversidad de regímenes com­
petenciales que resultan aplicables a las diverses áreas
materiales en las que se desarrolla la actividad subven­
cional. la norma prevé su aplicación a las subvenciones
gestionadas en su totalidad por la Administración Gene­
ral del Estado y sus entidades vinculadas y dependientes.
así como a aquellas otras subvenciones establecidas en
materias en las que corresponda al Estado la compe­
tencia normativa plena; pues la regulación del proce­
dimiento de concesión es una faceta más de la nor­
mación. Por último. en los supuestos especificas en que
las fases de la gestión son llevadas a cabo por diferentes
Administraciones Públicas. la norma prevé su aplicación
parcial. circunscrita a aquellas fases del procedimiento
gestionadas por la Administraci6n General del Estado
y sus entidades vinculadas o dependientes.

La aplicabilidad a los procedimientos del principio de
concurrencia y la concesión de algunas de las subven­
ciones en régimen de competencia han aconseJado esta­
blecer una delimitación del concepto de concurrencia
competitiva. referido a aquellas subvenciones que. impu­
tadas a un mismo crédito presupuestario. implican la
existencia de una pluralidad de solicitudes y su com­
paración. en un único procedimiento. de acuerdo con
los criterios establecidos en la norma reguladora o en
la convocatoria.

Por otra parte. el respeto a la primacía del Derecho
Comunitario justifica la aplicación supletoria del Regla­
mento al procedimi8J;lto de concesión de las subven­
ciones que responden en su origen a normativa de las
Comunidades Europeas.

El procedimiento configurado exige que. en los
supuestos incluidos en su ámbito de aplicación. las soli­
citudes y peticiones sean evaluadas de acuerdo con cri­
terios de valoración que el interesado podrá conocer.

Los mencionados criterios servirán. asimismo. de fun­
damento para la necesaria motivación de la resolución
del procedimiento. en consonancia con lo exig'do por
el artículo 54 de la LRJ-PAC.

Finalmente. y recogiendo los principios es:ablecidos
en la LRJ-PAC. se prevé la posibilidad de q..:a el pro­
cedimiento finalice mediante una terminaCión conven­
cional entre la Administración Pública y los soliCitantes.
garantizando el pleno respeto al objeto. condiciones y

finalidad de la subvención. así como a los criterios de
valoración establecidos en cad3 caso.

En su virtud, a propuesta del Ministro para las Admi­
nistraciones Públicas. de acuerdo con el Consejo de Esta­
do. y previa deliberación del Consejo de Ministros en
su reunión del día 17 de diciembre de 1993.

DISPONGO:

Artículo único. Aprobación del Reglamento.

Se aprueba. en aplicación de la disposición adicional
tercera y de la disposición final de la Ley 30/1992. de
26 de noviembre. de Régimen Jurídico de las Adminis­
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común. el Reglamento del procedimiento para la con­
cesión de ayudas y subvenciones públicas.

Disposición transitoria única. Régimen transitorio de
los procedimie.rytos.

1. Los procerlimientos para la concesión de ayudas
y subvenciones públicas sometidos a convocatoria espe­
cífica publicada con anterioridad a la entrada en vigor
del Reglamento que se aprueba por el presente Real
Decreto se regirán por lo dispuesto en las bases regu­
ladoras de la subvención. en su caso. y en la respectiva
convocatoria.

2. Los procedimientos para la concesión de ayudas
y subvenciones públicas inieiados a solicitud de persona
interesada con anterioridad a la entrada en vigor del
Reglamento se regirán por la normativa anterior.

3. A las resoluciones de los procedimientos de con­
cesión de ayudas y subvenciones públicas adoptadas
con posterioridad a la entrada en vigor del Reglamento
se les aplicará el sistema de recursos establecido en
el capítulo 11 del Título VII de la Ley 30/1992. de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Proce­
dimiento Administrativo Común.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Quedan derogadas cuantas disposiciones regulado­
ras de los procedimientos incluidos en el ámbito de apli­
cación del Reglamento que se aprueba por el presente
Real Decreto. cualquiera que sea su rango. se opongan
o contradigan lo dispuesto en el mismo.

Disposición final única. Entrada en vigor.

El presente Real Decreto entrará en vigor a los veinte
días de su publicadón en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid a 17 de diciembre de 1993.
JUAN CARLOS R.

El Ministro para las Administraciones Públicas,

JERONIMO SAAVEDRA ACEVEDD

REGLAMENTO DEL PROCEDIMIENTO PARA LA
CONCESION DE AYUDAS Y SUBVENCIONES PUBLICAS

Capítulo I

Disposiciones generales

Artículo 1. Obleta Vrequisitos.

1. La conceSión de las ayudas y subvenciones públi­
cas a que se refiere el artículo 2 de este Reglamento
se efectuará mediante el procedimiento establ.ecldo en
el mismo. de acuerdo con los principios de objetividad.
concurrencia y pl,blicidad. garantizando la transparencia
de las actuacione~~ ddrnimstrdttV3s.



37566
---~_._..•- _---'J"'u"'e"'ves 30 diciembre 1993 BOE núm. 312

2. Ei presente Reglement'J resulta de aplícación a
toda dispcsición gratll!ta de fondos públicos realizada
a favor de personas ~. entidades pl.¡cll(;,as o privadas,
para fomentar una actividad de utilidad pública o interés
social o para promover la consecución de un fin público
así como a cualquier tipo de ayuda que se otorgue co~
cargo al Presupuesto del Es1ado o de las Entidades de
Derecho Público vinculadas o dependientes de la Admi­
nistración General del Estado.

3. A los efectos del presente Reglamento se entien­
de por subvención en régimen de concurrencia com­
petltlvaaguella que, imputada a un mismo crédito pre­
supuestano, contempla una eventual pluralidad de solí­
cltudes cuando la concesión requiere la comparación
en un único procedimiento, de dichas solicitudes entré
sí. de acuerdo con los criterios establecidos en la norma
reguladora o en la convocatoria, para resolver sobre la
concesión y, en su caso, establecer la cuantía.

En este supuesto se podrán estimar las solicitudes
a las q~e se haya otorgado mayor valoración, siempre
que reunan los requIsitos determinados en la norma o
convocatoria, hasta que se extinga el crédito presupues­
tano.

4. Será requisito para la percepción de ayudas y
subvenciones con cargo a los Presupuestos Generales
del Estado el cumplimiento por los beneficiarios de sus
obligaciones tributarias y frente a la Seguridad Social.
Los Ministros de Economia y Hacienda y de Trabajo y
Seguridad Social, respectivamente, podrán establecer
los términos en que dichas obligaciones se entenderán
cumplídas y la forma de acreditar esa circunstancia.

Artículo 2. Ambito de aplicación.

1. La concesión de ayudas y subvenciones públicas
se efectuará médiante el procedimiento establecido en
el presente Reglamento y de acuerdo con las previsiones
de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Admi­
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común, en los siguientes supuestos:

a) Las gestionadas en su totalidad por la Adminis­
tración General del Estado o por las Entidades de Dere­
cho Público vinculadas o dependientes de aquélla.

b) Las establecidas en materias de competencia nor­
mativa plena del Estado y cuya gestión corresponda total
o parcialmente a otras AdminiStraciones Públicas.

c) Las establecidas en materias que no son de com­
petencia normativa plena del Estado y en cuya trami­
tación intervengan órganos de la Administración General
del Estado o de las Entidades de Derecho Público vin­
culadas o dependientes de aquélla, en cuanto a las fases
<!el procedimiento que corresponda gestionar a dichos
organos.

. 2. Las ayudas y subvenciones previstas en conve­
niOS celebrados con Entidades de Derecho Público o
Sociedades estatales se concederán de acuerdo con lo
establecido en aquéllos y, en defecto de normativa espe­
cífica, por las disposiciones del presente Reglamento.

3. Quedan excluidas del presente Reglamento las
concesiones de ayudas y subvenciones que resulten de
una asignación nominativa contenida en las normas de
rango legal. las ayudas institucionales de carácter per­
manente a favor de otras Administraciones Públicas, y
las ayudas aSistenciales a nacionales en el extranjero.

4. En los supuestos comprendidos en el aparta­
do 1, este Reglamento será de aplicación supletoria a
los procedimientos de concesión de ayudas y subven­
ciones establecidas en normas comunitarias europeas
o en normas nacionales de desarrollo o transposición
de aquélias.

Artículo 3. Organos competentes.

Son órganos competentes en los procedimientos
incluidos en el ámbito de aplicación de este Reglamento
los que resulten de las normas que sobre atribución y
eJercICiO de competencias están establecidas en el capi­
tulo 1del Título 11 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común.

Las normas legales y las bases reguladoras de las
subvencion~s o ayudas podrán establecer que la entrega
y dlstnbuclon de los fondos públicos a los beneficiarios
se efectúe a través de una entidad colaboradora, apli­
cándose al efecto lo dispuesto en el artículo 81.5 del
Texto refundido de la Ley General Presupuestaria, apro­
bado por Real Decreto legislativo 1091/1988.

Capítulo iI

Procedimíento

Artículo 4. Iniciación.

1. El procedimiento para la concesión de subven­
ciones se inicia a solicitud de persona interesad¡¡ o de
OfiCIO, de conformidad con lo que establezca la normativa
aplicable a cada una de ellas.

2. Cuando el procedimiento se inicie a solicitud de
persona interesada, aquélla deberá ser formulada de
acuerdo con lo establecido en el artículo 70 de la
Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administra­
ciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común y conforme, en su caso, al modelo y sistema
normalizado que señale la correspondiente norma regu­
ladora.

La presentación de las solicitudes de los interesados
podrá ser precedida de un acto de convocatoria por parte
de la Administración, que tendrá el carácter de presu­
puesto de los distintos procedimientos que se inicien
posteriormente, y que contendrá los requisitos que se
consideren oportunos, en cada caso, de entre los enu­
merados en el apartado siguiente de este artículo.

A la solicitud se acompañarán los documentos e infor­
maciones determinados en la norma o convocatoria, sal­
vo que los documentos exigidos ya estuvieran en poder
de cualquier órgano de la Administración actuante, en
cuyo caso el solicitante podrá acogerse a lo establecido
en el apartado f) del artículo 35 de la Ley 30/1992,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y del Procedimiento Administrativo Común, siempre que
se haga constar la fecha y el órgano o dependencia
en que fueron presentados o, en su caso, emitidos, y
cuando no hayan transcurrido más de cinco años desde
la finalización del procedimiento al que correspondan.

En los supuestos de imposibilidad material de obtener
el documento, el órgano competente podrá requerir al
solicitante su presentación, o, en su defecto, la acre­
ditación por otros medios de los requisitos a que se
refiere el documento, con anterioridad a la formulación
de la propuesta de resolución.

3. La iniciación de oficio se realizará siempre
mediante convocatoria aprobada por el órgano compe­
tente, que especificará el procedimiento para la conce­

. sión de las subvenciones convocadas según lo estable­
cido en el capitulo 11 del presente Reglamento y de acuer­
do con los principios de la Ley 30/1992, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Proce­
dimiento Administrativo Común, y tendrá necesariamen­
te e! siguiente contenido:

a) Indicación de la disposición que establezca, en
su caso, las bases reguladoras y del «Boletín Oficial del
Estado» "n que cs:á publicada, salvo que en atención
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a su especificidad éstas se incluyan en la propia con­
vocatoria.

b) Créditos presupuestarios a los que se imputa la
subvención.

c) Objeto, condiciones y finalidad de la concesión
de la subvención.

d) Determinación de si la concesión se efectúa
mediante un régimen de concurrencia competitiva.

e) Requisitos para solicitar la subvención.
f) Indicación de los órganos competentes para la

instrucción y resolución del procedimiento.
g) Plazo de presentación de peticiones, a las que

serán de aplicación las previsiones contenidas en el apar­
tado 2 de este artículo.

h) Plazo de resolución del procedimiento.
i) Documentos e informaciones que deben acom­

pañarse a la petición.
j) En su caso, posibilidad de terminación conven­

cional de conformidad con lo dispuesto en el artícu­
lo 7 del presente Reglamento.

k) Indicación de si la resolución pone fin a la- vía
administrativa y, en caso contrario, órgano ante el que
ha de interponerse recurso administrativo ordinario.

1) Criterios de valoración de las peticiones.
m) Medio de notificación, de conformidad con lo

previsto en el artículo 59 de la Ley 30/1992, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Proce­
dimiento Administrativo Común. Cuando se trate de sub­
venciones sometidas al régimen de concurrencia com­
petitiva la convocatoria deberá indicar el tablón de anun­
cios o medio de comunicación, a fin de asegurar una
adecuada difusión y su accesibilidad para los intere­
sados.

Artículo 5. Instrucción.

1. El órgano competente para la instrucción reali­
zará de oficio cuantas actuaciones estime necesarias
para la determinación, conocimiento y comprobación de
los datos en virtud de los cuales debe pronunciarse la
resolución. •

2. Las actividades de instrucción comprenderán:

a) Petición de cuantos informes estime necesarios
para resolver o que sean exigidos por las normas que
regulan la subvención. En la petición se hará constar,
en su caso, el carácter determinante de aquellos informes
que sean preceptivos. El plazo para su emisión será de
diez días, salvo que el órgano instructor, atendiendo a
las características del informe solicitado o del propio
procedimiento, solicite su emisión en un plazo menor
o mayor, sin que en este último caso pueda exceder
de dos meses.

Cuando en el plazo señalado no se haya emitido el
informe calificado -por disposición legal expresa como
preceptivo y determinante, o, en su caso, vinculante,
se interrumpirá el cómputo de los plazos de tramitación
de éste, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 83.3
de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Admi­
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común.

b) Evaluación de las solicitudes o peticiones, efec­
tuada conforme con los criterios de valoración estable­
cidos en la norma reguladora de la subvención o, en
su caso, en la convocatoria.

3. El trámite de audiencia se evacuará de confor­
midad con lo previsto en el artículo 84 de la
Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administra­
ciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común. La iniciación del trámite se notificará a los inte­
resados, concediéndoles un plazo de quince dias para

que formulen las alegaciones y presenten los documen­
tos y justificantes pertinentes.

4. La propuesta de resolución deberá expresar el
solicitante o la relación de solicitantes para los que se
propone la concesión de la subvención, y su cuantía,
especificando su evaluación y los criterios de valoración
seguidos para efectuarla.

Artículo 6. Resolución.

1. En el plazo de qUince días desde la fecha de
elevación de la propuesta de resolución, y de acuerdo
con lo previsto en el artículo 89 de la Ley 30/1992,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y del Procedimiento Administrativo Común y, en su caso.
en la correspondiente norma o convocatoria, el órgano
competente resolverá el procedimiento.

2. La resolución será motivada. En los procedimien­
tos de concurrencia competitiva, la resolución se moti­
vará de acuerdo con lo dispuesto en la norma que regule
la correspondiente convocatoria, debiendo en todo Caso
quedar acreditados en el procedimiento los fundamentos
de la resolución que se adopte.

3. El plazo máximo para la resolución del proce­
dimiento será el que establezca su normativa reguladora
y, en su defecto, el de seis meses, excepto en el supuesto
a que se refiere el apartado 5 del presente artículo.

El plazo para la resolución del procedimiento se com­
putará:

al En los procedimientos iniciados a solicitud de per­
sona interesada, a partir de la fecha en que dicha solicitud
haya tenido entrada en cualquiera de los Registros del
órgano administrativo competente.

b) En los procedimientos iniciados de oficio, a partir
de la publicación de la correspondiente convocatoria.

4. TranSCUrrido el plazo máximo para resolver el pro­
cedimiento. sin que haya recaído resolución expresa, se
podrá entender que es desestimatoria de la concesión
de subvención, salvo en el supuesto a que se refiere
el apartado 5 del presente artículo.

En el supuesto de subvenciones tramitadas por otras
Administraciones Públicas en las que corresponda la
resolución a la Administración General del Estado o a
las Entidades de Derecho público vinculadas o depen­
dientes de aquélla se podrá entender que aquélla es
contraria a la concesión de la subvención transcurrido
el plazo para la adopción de la resolución, que se com­
putará a partir del momento en que el órgano compe­
tente de la Administración General del Estado disponga
de la propuesta o de la documentación que la norma
reguladora de la subvención determine.

5. En el supuesto de subvenciones de carácter social
o asistencial renovables periódicamente previa solicitud
documentada de los b8C1eficiarios, el plazo máximo para
resolver sobre las solicitudes de renovación será el que
establezca su normativa reguladora y, en su' defecto.
el de tres meses. Transcurrido dicho plazo sin que haya
recaído resolución expresa, se podrá entender que aqué­
lla es estimatoria de la renovación de la subvención.

6. Para la eficacia de las resoluciones presuntas a
que se refieren los apartados anteriores se requiere la
emisión de la certificación prevista en el artículo 44 de
la Ley 30/1992. de Régimen Jurídico de las Adminis­
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común, en el plazo de veinte días desde que fue soli­
citada o que, habiéndose solicitado dicha emisión, ésta
no se haya producido transcurrido el citado plazo.

En el transcurso del plazo para la emisión de la cer­
tificación se podrá resolver expresamente sobre el fondo,
de acuerdo con la norma reguladora de la subvención,
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y sin vinculación con los efectos atribuidos a la resolución
presunta cuya certificación se ha solicitado.

7. La resolución del procedimiento se notificará al
interesado y pondrá fin a la vía administrativa. excepto
en los supuestos determinados en las normas Corres­
pondientes.

En los procedimientos sometidos a un régimen de
concurrencia competitiva en los que la publicación se
efectúe mediante tablón de anuncios se publicará en
el diario oficial correspondiente un extracto del contenido
de la resolución, indicando los lugares donde se encuen­
tra expuesto su contenido íntegro.

8. La resolución de los procedimientos de concesión
de subvenciones deberá expresar el solicitante o la rela­
ción de los solicitantes a los que se concede la sub­
vención y la cuantía concedida. pudiendo hacer constar
expresamente que la resolución es contraria a la esti­
mación del resto de las solicitudes.

Artículo 7. Terminación convencional.

1. Cuando por la naturaleza de la subvención y el
número y circunstancias de los posibles beneficiarios
las normas reguladoras de la subvención así lo prevean.
se podrá finalizar el procedimiento mediante acuerdo
entre la Administración y los interesados.

En cualquier caso, la terminación convencional debe­
rá respetar el objeto. condiciones y.finalidad de la sub­
vención. así como los criterios de valoración establecidos
respecto de las solicitudes o peticíones.

2. A los efectos mencionados en el apartado ante­
rior los" solicitantes y el órgano competente para la ins­
trucción del procedimiento podrán, en cualquier momen­
to anterior a la propuesta de resolución. proponer un
acuerdo referido a la cuantía de la subvención.

3. Si la propuesta mereciere la conformidad del
órgano instructor y de todos los solicitantes en el pro­
cedimiento. se remitirá. con todo lo actuado, al órgano
competente para resolver, quien lo hará con libertad de
criterio. y elevará la resolución. en su caso, al que corres­
ponda a los efectos de la formalización.

4. Formalizado, en su caso. el acuerdo. éste producirá
iguales efectos que la resolución del procedimiento.

Artículo 8. Control de las subvenciones.

1. En los supuestos contemplados en el artículo 2.1,
a), del presente Reglamento, el control del cumplimiento
del objeto, condiciones y finalidad de la subvención se
efectuará de conformidad con lo dispuesto en el Texto
refundido de la Ley General Presupuestaria. aprobado
por Real Decreto legislativo 1091/1988. y demás nor­
mas reguladoras de la subvención.

2. Cuando las normas aplicables al control del cum­
plimiento del objeto, condiciones y finalidad de la sub­
vención no establezcan un procedimiento específico para
el reintegro de la misma. se seguirá el regulado en este
artículo.

El procedimiento se iniciará de oficio como conse­
cuencia de la propia iniciativa del órgano competente,
de una orden superior. de la petición razonada de otros
órganos que tengan o no atribuidas facultades de ins­
pección en la materia, o de la formulación de una de­
nuncia.

tn la tramitación del procedimiento se garantizará,
en todo caso, el derecho del interesado a la audiencia.

Si no hubiera recaído resolución expresa transcurri­
dos seis meses desde la iniciación, teniendo en cuenta
las posibles interrupciones producidas por causas impu­
tables a los interesados, se iniciará el cómputo del plazo
de caducidad establecido en el artículo 43.4 de la Ley
30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

3. Si el procedimiento de reintegro se hubiera ini­
ciado como consecuencia de hechos que pudieran ser
constitutivos de infracción administrativa, se pondrán en
conocimiento del órgano competente para la iniciación
del correspondiente procedimiento sancionador.

4. Una vez acordada, en su caso. la procedencia
del reintegro. éste se efectuará de acuerdo con lo pre­
visto en el Texto refundido de la Ley General Presupues­
taria. aprobado por Real Decreto legislativo 1091/1988.

31100 REAL DECRETO 2232/1993, de 17 de
diciembre. sobre traspaso de funciones y ser­
vicios del Estado a la Comunidad Autónoma
de las Islas Baleares en materia de transportes
por ferrocarril.

El Real Decreto 1958/1983. de 29 de junio, deter­
mina las normas y el procedimiento a que han de ajus­
tarse los traspasos de funciones y servicios del Estado
a la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares.

De conformidad con lo dispuesto en el Real Decreto
citado, que también regula el funcionamiento de la Comi­
sión Mixta de Transferencias prevista en la disposición
transitoria cuarta del Estatuto de Autonomía para las
Islas Baleares, esta Comisión adoptó en su reunión del
día 17 de noviembre de 1993 el oportuno Acuerdo de
traspasos, cuya virtualidad práctica exige su aprobación
por el Gobierno mediante Real Decreto.

En su virtud, en cumplimiento de lo dispuesto en la
disposición transitoria cuarta del Estatuto de Autonomía
para las Islas Baleares. a propuesta del Ministro para
las Administraciones Públicas y previa deliberación del
Consejo de Ministros en su reunión del día 17 de diciem­
bre de 1993.

DISPONGO:

Artículo 1.

Se aprueba el Acuerdo de la Comisión Mixta prevista
en la disposición transitoria cuarta del Estatuto de Auto­
nomía para las Islas Baleares. de fecha 17 de noviembre
de 1993, por el que se traspasan funciones del Estado
en materia de transportes por ferrocarril a la Comunidad
Autónoma de las Islas Baleares.

Artículo 2.

En consecuencia. quedan traspasados a la Comuni­
dad Autónoma de las Islas Baleares las funciones y ser­
vicios. así como los medios adscritos a los mismos y
los créditos presupuestarios a que se refiere el Acuerdo
del Pleno de la Comisión Mixta que se incluye como
anexo del presente Real Decreto, en los términos y con­
diciones que allí se especifican.

Artículo 3.

El traspaso a que se refiere este Real Decreto tendrá
efectividad a partir del día señalado en el Acuerdo de
la Comisión Mixta, sin perjuicio de que el Ministerio de
Obras Públicas, Transportes y Medio Ambiente produzca
los actos administrativos necesarios para el manteni­
miento de los servicios en el mismo régimen y nivel
de funcionamiento que tuvieran en el momento de la
adopción del Acuerdo, hasta la entrada en vigor del
mismo.

Artículo 4.

Los créditos presupuestarios que se detallan en la
relación número 3 del anexo serán dados de baja en
los conceptos de origen y transferidos por el Ministerio


